
 

 

 

 

  

 

JUZGADO SEPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA 

 

SIGCMA 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo del año dos mil veintiuno (2021) 
 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 23-001-33-33-007-2018-00218 

Demandante JOSÉ MANUEL HERRERA BEDOYA    

Demandado MUNICIPIO DE CIÉNAGA DE ORO – CONCEJO MUNICIPAL DE 
CIÉNAGA DE ORO  

Asunto CONCEDE APELACIÓN DE SENTENCIA   

 
Procede el Despacho a decidir sobre la concesión del recurso de apelación presentado 
directamente por el señor JOSÉ MANUEL HERRERA BEDOYA a través de correo electrónico 
recibido el día 29 de abril de 2021, en contra de la sentencia de 23 de abril de 2021, notificada 
en fecha 23 de abril de 2021, previas las siguientes. 
 

CONSIDERACIONES 
 
El demandante JOSÉ MANUEL HERRERA BEDOYA quien no indica tener la calidad de 
abogado ni relaciona número de identificación profesional alguno, señala que presenta el 
mencionado recurso de apelación en nombre propio, dado que su apoderado no quiere 
sustentar el recurso de apelación para evitar ser condenado en agencias en derecho o costas.   
 
Conforme con lo anterior, tenemos que los artículos 73 del Código General del Proceso y 160 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, señalan sobre 
el derecho de postulación, lo siguiente: 
 

“Artículo 73. Derecho de postulación. Las personas que hayan de comparecer al proceso 
deberán hacerlo por conducto de abogado legalmente autorizado, excepto en los casos en que 
la ley permita su intervención directa.” 
 
“Artículo 160. Derecho de postulación. Quienes comparezcan al proceso deberán hacerlo por 
conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su intervención directa. 
 
Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los procesos 
contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante 
delegación general o particular efectuada en acto administrativo.” 

 
Respecto al derecho de postulación se refirió el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso 
Administrativo – Sección Tercera – Subsección A, en sentencia de fecha 22 de abril de 2013, 
con ponencia del concejero HERNÁN ANDRADE RINCÓN, en donde señaló lo siguiente: 
 

“El derecho de postulación supone la potestad exclusiva para los abogados, salvo las 
excepciones contempladas en la ley, de presentar la demanda, solicitar el decreto y práctica de 
las pruebas, presentar alegatos, recurrir las decisiones desfavorables y en general de realizar 
todas aquellas actuaciones propias del trámite del proceso. Es por lo anterior, que en los procesos 
judiciales se requiere que las personas vinculadas al mismo actúen mediante apoderado, quien 
en su nombre realizará las actuaciones propias de la actuación respectiva (…).”   

 
Conforme con lo anterior y dado que dentro del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, no se establece una excepción a lo señalado en su artículo 160 
respecto del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho; resulta entonces 
necesario que todas las actuaciones llevadas a cabo en el proceso de la referencia se realicen 
a través de abogado legalmente autorizado a fin de que sea considerada valida por el 
ordenamiento jurídico. 
 
Así entonces, dado que el recurso de apelación presentado en contra de la sentencia de 23 
de abril de 2021, no se realizó a través de abogado, se procederá al rechazo del mismo.     
 
En virtud de lo expuesto, se  
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RESUELVE 

 
PRIMERO: RECHAZAR el recurso de apelación presentado directamente por el señor JOSÉ 
MANUEL HERRERA BEDOYA, a través de correo electrónico recibido el día 29 de abril de 
2021, en contra de la sentencia de 23 de abril de 2021, notificada en fecha 23 de abril de 2021; 
conforme a lo señalado en precedencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

  
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 
 

 
 
 
 

 
 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-CORDOBA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: 

53bf34e754ef696827951f10b6769cedbd51651ef5735fe50b44acf917416692 
Documento generado en 11/05/2021 06:52:52 PM 
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JUZGADO SEPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MONTERIA 

 

SIGCMA 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 23-001-33-33-007-2018-00234 

Demandante OLEODUCTO BICENTENARIO DE COLOMBIA S.A.S.    

Demandado MUNICIPIO DE SAN ANTERO 

Asunto CONCEDE APELACIÓN DE SENTENCIA   

 
Procede el Despacho a decidir sobre la concesión del recurso de apelación presentado por la 
apoderada de OLEODUCTO BICENTENARIO DE COLOMBIA S.A.S. a través de correo 
electrónico recibido el día 13 de abril de 2021, en contra de la sentencia de 26 de marzo de 
2021, notificada en fecha 7 de abril de 2021, previas las siguientes. 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
Establece el artículo 243 de del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, que “Son apelables las 
sentencias de primera instancia…” 
 
Señala el artículo 247 de del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021, lo siguiente: 
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso de apelación 
contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente 
procedimiento: 
 
1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la providencia, 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación. Este término también aplica para las 
sentencias dictadas en audiencia. 
 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio, total o parcialmente, y contra 
este se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia de 
conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la concesión del recurso, siempre 
y cuando las partes de común acuerdo soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria. 
 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás requisitos legales, se concederá 
mediante auto en el que se dispondrá remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por 
el superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos. 
 
4. Desde la notificación del auto que concede la apelación y hasta la ejecutoria del que la admite 
en segunda instancia, los sujetos procesales podrán pronunciarse en relación con el recurso de 
apelación formulado por los demás intervinientes. 
 
5. Si fuere necesario decretar pruebas, una vez practicadas, el superior autorizará la presentación 
de alegatos por escrito, para lo cual concederá un término de diez (10) días. En caso contrario, 
no habrá lugar a dar traslado para alegar. El secretario pasará el expediente al despacho para 
dictar sentencia dentro de los diez (10) días siguientes de concluido el término para alegar o de 
ejecutoria del auto que admite el recurso. 
 
6. El Ministerio Público podrá emitir concepto desde que se admite el recurso y hasta antes de 
que ingrese el proceso al despacho para sentencia. 
 
7. La sentencia se dictará dentro de los veinte (20) días siguientes. En ella se ordenará devolver 
el expediente al juez de primera instancia para su obedecimiento y cumplimiento.” 

 
La norma anterior se debe interpretar en armonía con lo dispuesto en el artículo 205 de la Ley 
1437 de 2011 modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que señala lo siguiente: 
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“Artículo 52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 
 
Artículo 205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las 
providencias se someterá a las siguientes reglas: 
 
1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital registrado y para su 
envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la autenticidad e integridad del mensaje. 
 
2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) 
días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del 
día siguiente al de la notificación. 
 
Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el iniciador recepcione acuse 
de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al mensaje. El Secretario 
hará constar este hecho en el expediente. 
 
De las notificaciones realizadas electrónicamente se conservarán los registros para consulta 
permanente en línea por cualquier interesado.” (Negrillas y subrayas fuera del texto original). 

 
Conforme con lo anterior y siendo que la sentencia de fecha 26 de marzo de 2021, fue 
notificada a través de correo electrónico a las partes el día 7 de abril de 2021; es claro que los 
2 días que contempla el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, corrieron entre los días 8 y 9 de 
abril de 2021, y sucesivamente corrieron los 10 días para presentar el recurso de apelación 
contemplados por el artículo 247 de la ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 67 de la Ley 
2080 de 2021, entre los días 12 y 23 de abril de 2021. Siendo claro que se presentó dentro del 
término legal el recurso de apelación por la apoderada de la parte demandante, dado que se 
allegó el día 13 de abril de 2021.      
 
Establecidas la procedencia y la oportunidad en la presentación del recurso, y siendo que las 
partes no presentaron solicitud de conciliación previa conforme a lo previsto en el numeral 2 
del artículo 247 de la ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021; 
procederá el Despacho a la concesión del recurso en el efecto suspensivo, de acuerdo a lo 
señalado en el parágrafo 1° del artículo 243 de la ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 
62 de la Ley 2080 de 2021. 
 
En virtud de lo expuesto, se  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo el recurso de apelación presentado por la 
apoderada de OLEODUCTO BICENTENARIO DE COLOMBIA S.A.S. a través de correo 
electrónico recibido el día 13 de abril de 2021, en contra de la sentencia de 26 de marzo de 
2021, notificada en fecha 7 de abril de 2021; conforme a lo señalado en precedencia. 
 
SEGUNDO: Por secretaría remítase el expedite al Tribunal Administrativo de Córdoba, a fin 
de que se surta el trámite establecido para la segunda instancia en la Ley 1437 de 2011 
modificada y adicionada por la Ley 2080 de 2021.      
   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

  
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 
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AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

CO-SC5780-99 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 23-001-33-33-007-2019-00457-00 

Accionante HECTOR FELIPE BEGRAMBRE PEREZ 

Accionado 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

Asunto RESUELVE SOLICITUD DE DESISTIMIENTO 

 
Se tiene que el apoderado de la parte demandante, en memorial remitido a través de correo 
electrónico, manifiesta que desiste de todas las pretensiones instauradas dentro del 
presente medio de control. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Al respecto, es preciso señalar que el desistimiento es una de las formas de terminación 
anormal del proceso e implica la renuncia de las pretensiones de la demanda, dicha 
temática se encuentra reglada en el Código General del Proceso, norma a la cual hay que 
remitirse por disposición expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que dispuso:    

ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados en este 
Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza 
de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 

Así las cosas, para resolver lo solicitado por la parte demandante hay que remitirse al 
artículo 314 del C.G.P. el cual señala:  

“Art. 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el 
desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 
casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. 
El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 
de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 
comprendidas en él. 

En los procesos de deslinde y amojonamiento, de división de bienes comunes, de disolución 
o liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales, civiles o comerciales, el desistimiento 
no producirá efectos sin la anuencia de la parte demandada, cuando esta no se opuso a la 
demanda, y no impedirá que se promueva posteriormente el mismo proceso. 

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 
persona que lo hace y a sus causahabientes. 

El desistimiento de la demanda principal no impide el trámite de la reconvención, que 
continuará ante el mismo juez cualquiera que fuere su cuantía. 



 

 

 

 

 

23 001 33 33 007 2019 00457 00 

 

2 

 

CO-SC5780-99 

Cuando el demandante sea la Nación, un departamento o municipio, el desistimiento deberá 
estar suscrito por el apoderado judicial y por el representante del Gobierno Nacional, el 
gobernador o el alcalde respectivo. 

El citado artículo establece que la parte demandante podrá desistir de la demanda mientras 
no se haya proferido sentencia de fondo que ponga fin al proceso, manifestación que implica 
la renuncia a todas las pretensiones y produce los efectos de un fallo absolutorio. 

Por lo tanto, con fundamento en la normatividad en cita se aceptara la solicitud de 
desistimiento de la demanda presentada por la parte actora, asimismo, se ordenará la 
entrega de los anexos de la demanda.   

Por otra parte el Despacho quiere señalar que no habrá condena en costas en esta instancia 
judicial.  

En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Aceptar la solicitud de desistimiento de la demanda presentada por la parte 
demandante, en los términos de los artículos 314 y siguientes del Código General del 
Proceso. 
 
SEGUNDO: Declárese la terminación anormal del proceso, de conformidad a las razones 
expuestas en la parte considerativa de esta providencia.  
 
TERCERO: Sin condena en costas en esta instancia judicial.   

CUARTO: Por Secretaría, devuélvase a la parte demandante los anexos de la demanda y 
hechas las anotaciones de ley, Archívese el expediente.  
 

NOTÍQUESE Y CUMPLASE 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-CORDOBA 
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Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 

adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 CO-SC5780-99 

SIGCMA 

 
Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23.001.33.33.007.2019-0051600 

Demandante JOSE ALFREDO MARTINEZ DORIA  

Demandado MUNICIPIO DE LORICA  

Asunto RECHAZA  DEMANDA  

 
Revisada las actuaciones surtidas, tenemos que mediante auto de fecha dos (02) de 

diciembre de 2019, ésta Unidad Judicial dispuso inadmitir la presente demanda por 

considerar que la misma no cumplía con todos los requisitos establecidos por la ley para 

proceder a su admisión, recalcándole a la parte actora en el mencionado auto los yerros 

que debía corregir y concediéndole el termino de diez (10) días para hacerlo.  

 

En cumplimiento de lo anterior, tenemos que la parte actora, subsanó la demanda dentro 

del término legal establecido, pero el Despacho una vez revisada la misma se percata que 

en el presente asunto ha operado el fenómeno de la caducidad por lo que se procederá a 

rechazar de plano la misma teniendo en cuenta las siguientes;  

 

CONSIDERACIONES 

 

Establece el numeral 2 literal d) del artículo 164, del Código de Procedimiento Administrativo 

y Contencioso Administrativo, que cuando se pretenda la nulidad y el restablecimiento del 

derecho de un acto administrativo la demanda deberá presentarse dentro del término de 

cuatro (4) meses, contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, 

ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso.  

 
Según dicha norma el término de caducidad en el presente caso deberá contarse a partir 

del día 18 de febrero de 20191, día siguiente hábil a la notificación del acto acusado, lo que 

quiere decir entonces que la parte demandante contaba desde esa fecha con el termino de 

cuatro (4) meses para presentar la demanda ante esta jurisdicción.  

 
Es por ello que lo primero es observar (i) la fecha de la notificación de la decisión 

administrativa, (ii) la fecha en que se radicó la solicitud de la conciliación prejudicial ante la 

procuraduría y (iii) la fecha de la radicación de la demanda. 

 
El artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, establece requisitos previos para demandar ante la jurisdicción contenciosa 

administrativa. El numeral 1 de dicha norma dispone: 

 

Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes 
casos:  

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que 

                                                 
1 Ver folio 91 de expediente  
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se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del 

derecho, reparación directa y controversias contractuales. 

(…)  

Por su parte el artículo 37 de la Ley 640 de 2001, norma que regula entre otros la 

conciliación extrajudicial en materia contenciosa administrativa, señala:  

 
“Artículo 37. Requisito de procedibilidad en asuntos de lo contencioso administrativo. 
(Artículo corregido por el Artículo 2º del Decreto 131 de 2001). Antes de incoar 
cualquiera de las acciones previstas en los artículos 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 
conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se 
acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al 
particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones. 
 
Parágrafo I. Este requisito no se exigirá para el ejercicio de la acción de repetición.” 
(Subrayado fuera del texto). 

 
Conforme a las normas trascritas, se tiene entonces que cuando se formulen ante esta 

jurisdicción demandas con pretensiones concernientes a nulidad con restablecimiento de 

derecho, reparación directa y contractual es requisito sine qua nom el agotamiento de la 

conciliación extrajudicial.  

 
Como ya se señaló el término de caducidad en el presente caso empezó a correr a partir 

del 18 de febrero de 2019, es decir la parte demandante tenía hasta el 18 de junio de ese 

mismo año para interponer su demanda. La solicitud de conciliación como requisito previo 

para demandar, fue radicada el día 21 de mayo de 2019, según se evidencia en la 

constancia expedida por la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de esta 

ciudad2, interrumpiéndose así el termino de caducidad faltando veintiocho (28) días para su 

vencimiento, conciliación declarada fallida el día 29 de julio del mismo año y presentándose 

la demanda el día 02 de septiembre de 20193, es decir por fuera del término legal 

establecido.  

 

En efecto, la caducidad es una figura jurídica que corresponde al plazo máximo y perentorio 

dispuesto por la ley para solicitar una determinada pretensión, término que corre objetiva e 

inexorablemente a partir del momento determinado en la norma y no se interrumpe, salvo 

lo dispuesto en relación con el procedimiento de conciliación prejudicial. 

 

Al respeto, el Consejo de Estado sección primera en sentencia 25000-23-41-000-2013-
01801-01 de diecinueve (19) de febrero de dos mil quince (2015), con ponencia de la 
Consejera ponente: María Elizabeth García González al analizar la caducidad en la acción, 
expresó: 
 

“La caducidad ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a través del cual 
“[…] el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el 
tiempo el derecho que tiene toda persona de acceder a la Jurisdicción con el fin de 
obtener pronta y cumplida justicia. Su fundamento se haya en la necesidad por parte 
del conglomerado social de obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del 
tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino 
que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La caducidad impide 

                                                 
2 Ver folio 76 al 77 del expediente  
3 Ver folio 80 del expediente.  
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el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede iniciarse 
válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter 
irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del Juez, cuando 
se verifique su ocurrencia.”. Se trata de una garantía para la seguridad jurídica y el 
interés general, de manera que quien acuda a ejercer el derecho de acción tiene la 
carga procesal de hacerlo en los precisos términos establecidos por el legislador, so 
pena del rechazo de su demanda, o de una sentencia inhibitoria (…) De la norma 
transcrita se colige que el término de caducidad sólo puede contabilizarse a partir del 
momento en el que la Administración ha dado a conocer el acto, a través de su 
comunicación, notificación, ejecución o publicación. A menos de que en la demanda 
se controvierta, precisamente, el procedimiento de notificación, caso en el cual 
deberá tramitarse el proceso, para que en la sentencia se defina si la demanda se 
presentó de manera oportuna. En este último evento, ha señalado la Jurisprudencia 
de esta Corporación que es necesario que exista duda razonable frente a la 
caducidad de la acción”. 
 

Siendo así las cosas, este Despacho llega a la conclusión que en el presente medio de 

control ha operado la caducidad, por lo tanto de conformidad con el numeral 1 del artículo 

1694 del C.P.A.C.A. se rechazará de plano. 

 
En virtud de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo Oral del Circuito Judicial de 
Montería  

RESUELVE:  

PRIMERO: Rechazar de plano la presente demanda por caducidad, de conformidad con 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Téngase al doctor EDUARDO JOSÉ RAMOS LOPEZ, identificado con la 

cedula de ciudadanía No. 78.075.332 de Lorica y Tarjeta Profesional No. 115.339 del 

Consejo Superior de la Judicatura como apoderado de la parte demandante para los fines 

conferidos en el poder allegado con la corrección de la demanda. 

 

TERCERO: Devuélvase al interesado o a su apoderado los anexos de la demanda, sin 

necesidad de desglose. 

 

CUARTO: El firme este proveído, archívese el expediente.  

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO  
JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  

                                                 
4 “ARTICULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se ordenara la devolución de los anexos en los siguientes casos:  

1. Cuando hubiere operado la caducidad 

2. cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda dentro de la oportunidad legal establecida. 

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial” 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
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CO-SC5780-99 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 23-001-33-33-007-2019-00535-00 

Accionante HUMBERTO LUIS URANGO BANDA 

Accionado 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

Asunto RESUELVE SOLICITUD DE DESISTIMIENTO 

 
Se tiene que el apoderado de la parte demandante, en memorial remitido a través de correo 
electrónico, manifiesta que desiste de todas las pretensiones instauradas dentro del 
presente medio de control. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Al respecto, es preciso señalar que el desistimiento es una de las formas de terminación 
anormal del proceso e implica la renuncia de las pretensiones de la demanda, dicha 
temática se encuentra reglada en el Código General del Proceso, norma a la cual hay que 
remitirse por disposición expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que dispuso:    

ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados en este 
Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza 
de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 

Así las cosas, para resolver lo solicitado por la parte demandante hay que remitirse al 
artículo 314 del C.G.P. el cual señala:  

“Art. 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el 
desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 
casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. 
El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 
de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 
comprendidas en él. 

En los procesos de deslinde y amojonamiento, de división de bienes comunes, de disolución 
o liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales, civiles o comerciales, el desistimiento 
no producirá efectos sin la anuencia de la parte demandada, cuando esta no se opuso a la 
demanda, y no impedirá que se promueva posteriormente el mismo proceso. 

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 
persona que lo hace y a sus causahabientes. 

El desistimiento de la demanda principal no impide el trámite de la reconvención, que 
continuará ante el mismo juez cualquiera que fuere su cuantía. 
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Cuando el demandante sea la Nación, un departamento o municipio, el desistimiento deberá 
estar suscrito por el apoderado judicial y por el representante del Gobierno Nacional, el 
gobernador o el alcalde respectivo. 

El citado artículo establece que la parte demandante podrá desistir de la demanda mientras 
no se haya proferido sentencia de fondo que ponga fin al proceso, manifestación que implica 
la renuncia a todas las pretensiones y produce los efectos de un fallo absolutorio. 

Por lo tanto, con fundamento en la normatividad en cita se aceptara la solicitud de 
desistimiento de la demanda presentada por la parte actora, asimismo, se ordenará la 
entrega de los anexos de la demanda.   

Por otra parte el Despacho quiere señalar que no habrá condena en costas en esta instancia 
judicial.  

En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Aceptar la solicitud de desistimiento de la demanda presentada por la parte 
demandante, en los términos de los artículos 314 y siguientes del Código General del 
Proceso. 
 
SEGUNDO: Declárese la terminación anormal del proceso, de conformidad a las razones 
expuestas en la parte considerativa de esta providencia.  
 
TERCERO: Sin condena en costas en esta instancia judicial.   

CUARTO: Por Secretaría, devuélvase a la parte demandante los anexos de la demanda y 
hechas las anotaciones de ley, Archívese el expediente.  
 

NOTÍQUESE Y CUMPLASE 
 

 
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-CORDOBA 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

CO-SC5780-99 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 23-001-33-33-007-2019-00539-00 

Accionante ARELIS DEL CARMEN GONZALEZ DIAZ 

Accionado 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

Asunto RESUELVE SOLICITUD DE DESISTIMIENTO 

 
Se tiene que el apoderado de la parte demandante, en memorial remitido a través de correo 
electrónico, manifiesta que desiste de todas las pretensiones instauradas dentro del 
presente medio de control. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Al respecto, es preciso señalar que el desistimiento es una de las formas de terminación 
anormal del proceso e implica la renuncia de las pretensiones de la demanda, dicha 
temática se encuentra reglada en el Código General del Proceso, norma a la cual hay que 
remitirse por disposición expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que dispuso:    

ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados en este 
Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza 
de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 

Así las cosas, para resolver lo solicitado por la parte demandante hay que remitirse al 
artículo 314 del C.G.P. el cual señala:  

“Art. 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 
pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el 
desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del recurso. 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 
casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. 
El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno 
de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no 
comprendidas en él. 

En los procesos de deslinde y amojonamiento, de división de bienes comunes, de disolución 
o liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales, civiles o comerciales, el desistimiento 
no producirá efectos sin la anuencia de la parte demandada, cuando esta no se opuso a la 
demanda, y no impedirá que se promueva posteriormente el mismo proceso. 

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 
persona que lo hace y a sus causahabientes. 

El desistimiento de la demanda principal no impide el trámite de la reconvención, que 
continuará ante el mismo juez cualquiera que fuere su cuantía. 



 

 

 

 

 

23 001 33 33 007 2019 00539 00 

 

2 

 

CO-SC5780-99 

Cuando el demandante sea la Nación, un departamento o municipio, el desistimiento deberá 
estar suscrito por el apoderado judicial y por el representante del Gobierno Nacional, el 
gobernador o el alcalde respectivo. 

El citado artículo establece que la parte demandante podrá desistir de la demanda mientras 
no se haya proferido sentencia de fondo que ponga fin al proceso, manifestación que implica 
la renuncia a todas las pretensiones y produce los efectos de un fallo absolutorio. 

Por lo tanto, con fundamento en la normatividad en cita se aceptara la solicitud de 
desistimiento de la demanda presentada por la parte actora, asimismo, se ordenará la 
entrega de los anexos de la demanda.   

Por otra parte el Despacho quiere señalar que no habrá condena en costas en esta instancia 
judicial.  

En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Aceptar la solicitud de desistimiento de la demanda presentada por la parte 
demandante, en los términos de los artículos 314 y siguientes del Código General del 
Proceso. 
 
SEGUNDO: Declárese la terminación anormal del proceso, de conformidad a las razones 
expuestas en la parte considerativa de esta providencia.  
 
TERCERO: Sin condena en costas en esta instancia judicial.   

CUARTO: Por Secretaría, devuélvase a la parte demandante los anexos de la demanda y 
hechas las anotaciones de ley, Archívese el expediente.  
 

NOTÍQUESE Y CUMPLASE 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-CORDOBA 
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SIGCMA 

 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Medio de control EJECUTIVO 

Radicado 23001333300720200001100 

Demandante CORASEO S.A. E.S.P. 

Demandado MUNICIPIO DE SAN CARLOS - CORDOBA 

Tema EJECUTIVO  

 

 
La EMPRESA CORASEO S.A. E.S.P., actuando por medio de apoderado judicial ha solicitado a 
este despacho que previo los tramites de un Proceso Ejecutivo, se libre orden de pago a su favor y 
en contra del municipio de San Carlos - Córdoba-1, por los siguientes conceptos: 
 
 
Por concepto de cuentas de cobro emitidas por concepto de subsidios en contra de la ejecutada: 
 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE MARZO DE 2006 radicada el 30/03/2006, por valor de 
$4.033.366 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE ABRIL DE 2006 radicada el 02/05/2006 por valor de $4.023.125 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE MAYO DE 2006 radicada el 30/05/2006 por valor de $3.857.185 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE JUNIO DE 2006 radicada el 29/06/2006 por valor de $2.110.287 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE JULIO DE 2006 radicada el 28/07/2006 por valor de $2.110.287 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE AGOSTO DE 2006 radicada el 24/08/2006 por valor de 
$2.110.287 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE SEPTIEMBRE DE 2006 radicada el 02/10/2006 por valor de 
$1.959.161 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE OCTUBRE DE 2006 radicada el 30/10/2006 por valor de 
$1.934.748 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE NOVIEMBRE DE 2006 radicada el 24/11/2006 por valor de 
$1.769.575 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE DICIEMBRE DE 2006 radicada el 14/12/2006 por valor de 
$1.769.575 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE ABRIL DE 2007 radicada el 15/05/2007 por valor de $1.753.631 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE AGOSTO DE 2007 radicada el 23/10/2007 por valor de 
$1.686.310 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE SEPTIEMBRE DE 2007 radicada el 23/10/2007 por valor de 
$1.686.310 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE OCTUBRE DE 2007 radicada el 09/11/2007 por valor de 
$2.388.645 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE NOVIEMBRE DE 2007 radicada el 13/12/2007 por valor de 
$2.265.435 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE DICIEMBRE DE 2007 radicada el 19/02/2008 por valor de 
$1.686.310 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE DICIEMBRE DE 2010 radicada el 16/12/2010 por valor de 
$2.175.741 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE ENERO DE 2011 radicada el 14/01/2011 por valor de 
$2.175.741 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE NOVIEMBRE DE 2011 radicada el 03/10/2011 por valor de 
$2.478.044 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE DICIEMBRE DE 2011 radicada el 09/12/2011 por valor de 
$1.686.310 
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CUENTA DE COBRO DEL MES DE OCTUBRE DE 2015 radicada el 07/10/2015 por valor de 
$6.950.863,40 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE NOVIEMBRE DE 2015 radicada el 09/11/2015 por valor de 
$7.296.406,70 
CUENTA DE COBRO DEL MES DE DICIEMBRE DE 2015 radicada el 07/12/2015 por valor de 
$7.248.400,79 
TOTAL ADEUDADO: SESENTA Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL 
SEISCIENTOS NOVENTA Y UN PESOS ($68.436.691) 
Por los intereses moratorios sobre la suma anterior, al máximo legal permitido, desde que la 
obligación se hizo exigible, hasta que se satisfagan las pretensiones. Costas del proceso. 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
En la presente demanda, manifiesta la parte demandante que por medio de la resolución No, 10 de 
septiembre de 2005 se adjudica a la empresa CORASEO S.A. E.S.P., el contrato para convertirse 
en el socio operador privado legalmente constituido para el municipio de San Carlos, para la 
operación del servicio público de aseo, según el artículo 17 de la Ley 142 de 1994. 
 
Que entre la ejecutante y la ejecutada existe la obligación de cancelarle los subsidios a la demanda 
de los usuarios pertenecientes a los estratos subsidiables 1, 2 y 3 por la prestación  del servicio de 
aseo en este municipio. 
 
Manifiesta la ejecutante que la forma de pago para la cancelación de estos subsidios 
correspondiente a la prestación de servicio de aseo en el municipio de San Carlos, es a través de 
cuentas de cobro que se remiten mensualmente, dichas cuentas a partir del año 2006 en los meses 
de marzo a diciembre; de abril, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre 2007; diciembre 
2010; de enero, noviembre y diciembre de 2011, octubre, noviembre y diciembre de 2015 no han 
sido canceladas. 
 
Indica que la ejecutante cumplió con todas las obligaciones propias del Contrato de Operación de 
fecha 05 octubre de 2005 
 
En respaldo de sus pretensiones se puede extraer del acápite de prueba que la parte ejecutante 
presenta los siguientes documentos: 
 

1. Original Cuenta de cobro del mes de marzo de 2006, con recibido del 30/03/2006 
2. Original Cuenta de cobro del mes de abril de 2006, con recibido del 02/05/2006 
3. Original Cuenta de cobro del mes de mayo de 2006, con recibido del 30/05/2006 
4. Original Cuenta de cobro del mes de junio de 2006, con recibido del 29/06/2006 
5. Original Cuenta de cobro del mes de julio de 2006, con recibido del 28/07/2006 
6. Original Cuenta de cobro del mes de agosto de 2006, con recibido del 24/08/2006 
7. Original Cuenta de cobro del mes de septiembre de 2006, con recibido del 02/10/2006 
8. Original Cuenta de cobro del mes de octubre de 2006, con recibido del 30/10/2006 
9. Original Cuenta de cobro del mes de noviembre de 2006, con recibido del 24/11/2006 
10. Original Cuenta de cobro del mes de diciembre de 2006, con recibido del 14/12/2006 
11. Original Cuenta de cobro del mes de abril de 2006, con recibido del 02/05/2006 
12. Original Cuenta de cobro del mes de abril de 2007, con recibido del 11/05/2007 
13. Original Cuenta de cobro del mes de agosto de 2007, con recibido del 23/07/2007 
14. Original Cuenta de cobro del mes de septiembre de 2007, con recibido del 23/10/2007 
15. Original Cuenta de cobro del mes de octubre de 2007, con recibido del 09/11/2007 
16. Original Cuenta de cobro del mes de noviembre de 2007, con recibido del 13/12/2007 
17. Original Cuenta de cobro del mes de diciembre de 2007, con recibido del 19/02/2008 
18. Copia Cuenta de cobro del mes de diciembre de 2010, con recibido del 16/12/2010 
19. Original Cuenta de cobro del mes de enero de 2011, con recibido del 14/01/2011 
20. Copia Cuenta de cobro del mes de noviembre de 2011, con recibido del 03/10/2011 
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21. Copia Cuenta de cobro del mes de diciembre de 2011, con recibido del 09/12/2011 
22. Original Cuenta de cobro de septiembre a octubre de 2015, con recibido del 07/10/2015 
23. Original Cuenta de cobro del mes de noviembre de 2015, con recibido del 9/11/2015 
24. Original Cuenta de cobro del mes de diciembre de 2015, con recibido del 7/12/2015 
25. Copia de la Cámara de Comercio de CORASEO S.A. E.S.P. 
26. Copia del Acuerdo No. 002 de febrero 28 de 2005 
27. Copia de la Resolución No. 10 de septiembre de 2005 por medio de la cual se adjudica un 

contrato 
28. Copia del Contrato de Operación Municipio de San Carlos – CORASEO S.A. E.S.P. 

 
 

 
De conformidad con lo previsto en el numeral 6º del artículo 104 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
está instituida para conocer, de los procesos ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las 
conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en 
que hubiere sido parte una entidad pública, e, igualmente en los contratos celebrados por esas 
entidades.  
 
Establece el artículo 422 del Código General del Proceso, lo siguiente:  
 

ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 
deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación 
de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que 
señale la ley.  
 
La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que 
conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184. (Negrilla fuera de texto). 
 

De acuerdo con lo reglado en el citado artículo, para que una obligación pueda demandarse 
ejecutivamente deben cumplirse las siguientes exigencias: 1) que la obligación sea expresa, esto 
es, que se encuentre debidamente determinada, especificada y patente; 2) que sea clara, es decir, 
que sus elementos aparezcan inequívocamente señalados, tanto su objeto (crédito) como sus 
sujetos (acreedor y deudor); 3) que sea exigible, esto es, que únicamente es ejecutable la obligación 
pura y simple, o que habiendo estado sujeta a plazo o a condición suspensiva, se haya vencido 
aquél o cumplido ésta; 4) que la obligación provenga del deudor o de su causante, el titulo ejecutivo 
exige que el demandado sea el suscriptor del correspondiente documento o heredero de quien lo 
firmó o cesionario del deudor con consentimiento del acreedor y 5) que el documento constituya 
plena prueba contra el deudor, obligando por si misma al juez a tener por probado el hecho a que 
ella se refiere, o en otras palabras, la que demuestra sin género alguno de duda la verdad de un 
hecho, brindándole al juez la certeza suficiente para que decida de acuerdo con ese hecho.  

 
 
Por su parte, el numeral 3 del artículo 297 del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso 
Administrativo, nos señala como se constituyen los títulos ejecutivos: 
 

Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y 
entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten 
sus garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, 
el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad 
contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las 
partes intervinientes en tales actuaciones.  
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Respecto a los títulos ejecutivos complejos el Honorable Consejo de Estado ha indicado1:  
 

El título ejecutivo bien puede ser singular, esto es, estar contenido o constituido en un solo 
documento, como por ejemplo un título valor (v.gr. letra de cambio, cheque, pagaré, etc.); o 
bien puede ser complejo, cuando quiera que esté integrado por un conjunto de 
documentos, como por ejemplo - entre otros - por un contrato, más las constancias de 
cumplimiento o recibo de las obras, servicios o bienes contratados, el reconocimiento 
del co - contratante del precio pendiente de pago, el acta de liquidación, etc. Los 
documentos allegados con la demanda deben valorarse en su conjunto, con miras a 
establecer si constituyen una prueba idónea de la existencia de una obligación clara, 
expresa y exigible a favor del ejecutante, como lo establece el artículo 488 del C.P.C. El 
título ejecutivo debe demostrar la existencia de una prestación en beneficio de una persona. 
Es decir, que el obligado debe observar, en favor de su acreedor, una conducta de hacer, de 
dar o de no hacer y esa obligación debe ser expresa, clara y exigible, requisitos estos que ha 
de reunir cualquier título ejecutivo, no importa su origen (Negrilla fuera de texto). 

 
 
Con la demanda, se aporta copia del Contrato de Operación cuyo objeto es la operación del servicio 
de aseo en el municipio de San Carlos, donde la OPERADORA asume, por su cuenta y riesgo, la 
operación, administración, mantenimiento y prestación del servicio público de aseo y sus actividades 
complementarias y conexas, y original de las cuentas de cobro, algunas en copia. 
 
Verificadas las cláusulas del contrato de operación, se observa que la remuneración a la 
OPERADORA, clausula 21, se efectuará con cargo a los ingresos por concepto de las tarifas 
correspondientes al período respectivo. La remuneración de la OPERADORA estará constituida por 
las sumas de dinero que resulten de los recaudos correspondientes a los pagos realizados por los 
usuarios por concepto de tarifas del servicio de aseo a los diferentes estratos y tipos de usuarios, 
además de los intereses y recargos recibidos por el mismo concepto. 
 
Se indica que en la remuneración pactada se encuentran comprendidos la totalidad de los costos 
administrativos, financieros, operativos, de publicidad y promoción, fiscales y cualesquiera otros 
correspondientes a la prestación del servicio de aseo, así como la retribución del capital, el trabajo 
y los conocimientos técnicos, científicos de LA OPERADORA, incluyendo licencias de uso de 
tecnología para el desarrollo del objeto del contrato. 
 
En la cláusula 23, remuneración de LA OPERADORA, se estableció, que la misma recibiría como 
única remuneración por la ejecución del contrato, las sumas provenientes de la aplicación de los 
cargos y tarifas que le autorizan las disposiciones generales que regulan la prestación de los 
servicios y sus actividades complementarias, con las limitaciones pactadas en el contrato. 
 
Referente al tema de los subsidios, en la cláusula 27, se estableció que LA OPERADORA no tendrá 
obligación por ese contrato de atender subsidios con sus propios recursos, pero deberá solicitarlos, 
a través de EL MUNICIPIO a las entidades estatales autorizadas por la Ley para realizar aportes, 
así como al Fondo de Solidaridad y redistribución de Ingresos de EL MUNICIPIO, y se establecen 
unas reglas para la aplicación de los subsidios. 
 
En la cláusula 28 se establece el trámite de los recursos estatales para subsidio a la demanda, se 
pacta que en caso de que EL MUNICIPIO cuente con los recursos disponibles, LA OPERADORA le 
solicitará los recursos faltantes para subsidiar a los usuarios de estratos bajos. De igual manera le 
corresponde a LA OPERADORA apoyar al Municipio en la consecución de los recursos estatales 
complementarios que se requieran para subsidiar a la demanda, provenientes de la Nación u otras 
entidades estatales. LA OPERADORA hasta tanto reciba los dineros requeridos para atender dichos 
subsidios, no podrá aplicarlos a sus usuarios, ni tendrá la obligación de asumir el pago con sus 
recursos. 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Tercera, C.P MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR, 31 de enero de 2008 - Radicación número: 44401-23-31-000-2007-00067-01(34201). 
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SIGCMA 

 
En el Parágrafo de la cláusula en mención se estipuló que LA OPERADORA debería acompañar la 
solicitud de los recursos para subsidio, como mínimo con: (i) la proyección de la composición del 
mercado de usuarios, (ii) la estimación de los recursos generados por concepto de contribuciones 
de solidaridad, (iii) la propuesta de política general de subsidios. 
 
Por lo que analizadas las cláusulas indicadas anteriormente, no se evidencia que el trámite para el 
cobro de los subsidios correspondientes al servicio de aseo, como se indica en las cuentas de cobro 
presentadas por la ejecutante, tengan su fundamento en el Contrato de Operación aportado al 
presente proceso, en ninguna parte se evidencia un procedimiento claro para el pago de los 
subsidios a la empresa CORASEO S.A. E.S.P., en ninguna cláusula se estipula la presentación de 
cuentas de cobro, por lo que no se puede predicar que existe una obligación clara, expresa y exigible 
en contra del Municipio de San Carlos, frente a los cobros que la empresa de aseo pretende hacer 
en las cuentas de cobro presentadas como título ejecutivo. 
 
Así las cosas, no evidenciándose en el presente asunto que se cumplan con los requisitos del título 
ejecutivo, se procederá a negar el mandamiento de pago solicitado 
  
En consecuencia, se 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Niéguese el Mandamiento de Pago, de conformidad con lo expuesto.  

 

SEGUNDO: Por secretaría devuélvanse los anexos sin necesidad de desglose.  

 

TERCERO: RECONÓZCASE personería jurídica para actuar al Dr.  ALVARO CHICA HOYOS, 
identificado con la C.C. No. 78.079.770 y T.P. No. 167.339 como apoderado de la parte ejecutante, 
en los términos legales y conforme a las facultades del poder a él conferido. 
 
CUARTO: Ejecutoriado este proveído, archívese el expediente, previa las anotaciones del caso.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 

 

Firmado Por: 

 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  

JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-CORDOBA 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a 

lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
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Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 
Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

 
 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00145-00 

Demandante JOSE POMPEYO CUADRADO QUINTANA 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
El señor JOSE POMPEYO CUADRADO QUINTANA, por medio de apoderado judicial en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado 
demanda contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
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remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación del 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
 
 
.  
En virtud de lo expuesto, se  
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
forma extemporánea, se rechazará la demanda. 
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NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

 
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
ba8f1b411eacfb26d98f9ea5b31dd66b520da7f317aad5a4fbe460af50600f9c 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:50 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00146-00 

Demandante WILSON ROSEMBERG CABADIA CABEZA 

Demandado CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL     

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
El señor  WILSON ROSEMBERG CABADIA CABEZA, por medio de apoderado judicial en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado 
demanda contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares - CREMIL, con el fin de obtener 
el reajuste de su asignación de retiro, de conformidad a lo establecido en el artículo 16 del 
Decreto 4433 de 2004, asimismo, reliquidar la mencionada asignación incluyendo como 
partida computable el subsidio familiar y la duodécima (1/12) parte de la prima de navidad 
establecidas en el artículo 13, numerales 13.1.7 y 13.1.8, respectivamente,  del Decreto 
4433 de 2004 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
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apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación del 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  
En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
forma extemporánea, se rechazará la demanda. 
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NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
33d66a8354fbb04f922f2b73c72699d42184da27b1f9881791a60eacbaf74bc0 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:51 PM 
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Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00147-00 

Demandante LUIS ALBERTO URIBE MARTINEZ 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
El señor LUIS ALBERTO URIBE MARTINEZ, por medio de apoderado judicial en ejercicio 
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado demanda 
contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
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Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 
 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 
 

 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación del 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  

 
En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
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la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

 
AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 

Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
08860982096493f0234882436e00c50e9f38e190ae2af6fde6420ddfb902b662 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:37 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00150-00 

Demandante MARIA VICTORIA BLANCO CORREA 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
La señora MARIA VICTORIA BLANCO CORREA, por medio de apoderado judicial en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado 
demanda contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
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Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 
 

 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación de la 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  
En virtud de lo expuesto, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
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forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
59329820eda3da36c0c12f087f83ac9493466e06f586ef414c85497d3faedf21 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:38 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 
Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00151-00 

Demandante MELANIA JOSEFA PEREZ LOBO 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
La señora MELANIA JOSEFA PEREZ LOBO, por medio de apoderado judicial en ejercicio 
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado demanda 
contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
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Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación de la 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  

 
En virtud de lo expuesto, se  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
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forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
12bd7bb5645eed4162f8f55a07d79ffbd278ba9b3a8331c3881e176e4142ab97 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:39 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00152-00 

Demandante MORINSON JOSE ARRIETA SUAREZ 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
El señor MORINSON JOSE ARRIETA SUAREZ, por medio de apoderado judicial en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado 
demanda contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 



 

 

 

 

 

23 001 33 33 007 2020 00152 00 

 

2 

 

 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación del 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  
En virtud de lo expuesto, se  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
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forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00158-00 

Demandante EVELIA ZAMORA PARRA 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
La señora EVELIA ZAMORA PARRA, por medio de apoderado judicial en ejercicio del 
medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado demanda contra 
la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
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Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación de la 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículo 169 ibídem.    
.  
En virtud de lo expuesto, se  
 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
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forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
 

Código de verificación: 
73cb6a4f6dfebe258a21b722285281c90b038fc59a5bffa2124b0262c784261e 

Documento generado en 11/05/2021 06:52:41 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 
Carrera 06 No. 61- 44 Piso 3 Oficina 308 Edificio Elite 

Montería – Córdoba 
 adm07mon@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
 

 
 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2020-00161-00 

Demandante GEORGY NITIS CUADRADO ESPITIA 

Demandado 
NACIÓN – MINEDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto INADMITE LA DEMANDA 

 
Vista la nota secretarial procede el Despacho a resolver, previas las siguientes; 
 
 
 

CONSIDERACIONES 
 
El señor GEORGY NITIS CUADRADO ESPITIA, por medio de apoderado judicial en 
ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ha incoado 
demanda contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006. 
 
Una vez examinado el expediente a efectos de tomar la determinación que en derecho 
corresponda, observa el Despacho que la demanda instaurada adolece de ciertos requisitos 
que exige la ley para proceder a su admisión, los cuales se relacionan a continuación: 
 
En todo proceso Contencioso Administrativo se debe dar aplicabilidad a presupuestos 
procesales que deben ser cuidadosamente cumplidos por la parte actora para la 
presentación del escrito petitorio, requisitos que se encuentran establecidos en los artículos 
161 y subsiguientes de la Ley 1437 de 2011, y que por su naturaleza son de obligatorio 
cumplimiento. Es así que para efectos de la admisión, deben tenerse en cuenta lo regulado 
por el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, y en aquellos 
aspectos no regulados remitirse al Código General del Proceso (C.G.P.), de conformidad 
con lo contemplado en el artículo 306 de la referida norma.  
 
Ahora bien, en el marco de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional fue 
expedido el Decreto Legislativo No. 806 de 2020, que empezó a regir a partir del 4 de junio 
de los presentes y por medio del cual se adoptaron medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, dispuso lo siguiente:  
 
 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. 
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Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
 

En el caso bajo estudio, revisado el poder anexo con la demanda, se observa que el mismo 
adolece de los requisitos establecidos en el artículo anterior respecto a indicar 
expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado la cual debe coincidir con la 
inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
 
 
Por otra parte, señala el artículo sexto del Decreto Legislativo en mención, lo siguiente: 
 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión.  
 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
 
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos 
sus anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
 
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
 
En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 
que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares 
previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 
proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará 
con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 

 
En la presente demanda la parte actora no indica el canal digital de notificación del 
demandante, tampoco acredita la parte actora, haber remitido copia de la demanda con sus 
anexos a las entidades demandadas ya sea de forma electrónica o física, tal como lo indica 
la norma en cita.    
 
 
Por todo lo anterior, se procederá a inadmitir la presente demanda conforme las reglas 
establecidas en el artículo 170 del C.P.A.C.A., para que la parte actora, subsane los 
defectos indicados en el término de diez (10) días, so pena de rechazo tal y como lo dispone 
el numeral 2 del artículos 169 ibídem.    
 
.  
En virtud de lo expuesto, se  
 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: INADMITIR la presente demanda, y concédase a la parte actora un término de 
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diez (10) días para que subsane los defectos señalados de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia, con la advertencia de que si no lo hace o lo hace en 
forma extemporánea, se rechazará la demanda. 

 
NOTÍQUESE Y CUMPLASE 

 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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CO-SC5780-99 

Montería, Córdoba, once (11) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 23-001-33-33-007-2016-00322-00 

Demandante AURIS NEL SALGADO LAMBERTINEZ 

Demandado 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
EJÉRCITO NACIONAL 

Asunto RECONOCE PERSONERÍA  

 
Se tiene que la demandante constituyo como su nueva apoderada a la doctora Yuly Pamela 
Moreno Silva, por lo que se procederá a reconocerle personería jurídica a la mencionada 
abogada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 74 y 75 del C.G.P.   
 
En virtud de lo expuesto, se  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Reconocer personería jurídica a la doctora YULY PAMELA MORENO SILVA, 
identificada con la cédula de ciudadanía N° 53.053.504 y Tarjeta Profesional N° 183.698 
del C.S de la J., para actuar como apoderada del demandante, en los términos y para los 
efectos del mandato conferido. 
 

NOTÍQUESE Y CUMPLASE 
 
 

AURA MILENA SÁNCHEZ JARAMILLO 
Juez 

 
 

Firmado Por: 
 

AURA MILENA SANCHEZ JARAMILLO  
JUEZ  

JUEZ  - JUZGADO 007 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE MONTERIA-
CORDOBA 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 
jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 
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